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En este orden de ayudas, el Sistema 
de dependencia ha tomado un papel 
preponderante. Los problemas que 
aproximadamente desde el año 2009 
vienen afectando estructuralmente 
al Sistema de la dependencia siguen 
apareciendo irremediablemente, 
año tras año, en el Informe Anual 
de esta Institución. Se caracteriza 
por los retrasos en la tramitación de 
los expedientes, en cualquiera de 
los procedimientos previstos en la 
normativa. Es decir, ya se trate del 
reconocimiento de la situación de 
dependencia, de la aprobación del 
recurso o de la revisión del grado o en la 
asignación de recurso. Las estructuras 
administrativas no parecen haber 
dispuesto hasta la fecha los medios 
que les permitan absorber la demanda, 
produciendo como consecuencia que las personas que necesitan hacer uso del Sistema de dependencia 
no obtienen a tiempo la respuesta que precisan.

A esta circunstancia ha venido a sumarse el difícil acceso al Sistema de las personas dependientes 
moderadas, grado I, que a pesar de que debió permitirse desde julio de 2015, aún no ha obtenido 
satisfacción generalizada.

Es especialmente problemática o, más exactamente, continúa siéndolo, la situación especial de las personas 
dependientes afectadas por una discapacidad que las hace tributarias de un recurso residencial de perfil 
específico, ante la carencia de plazas concertadas suficientes adaptadas al mismo. Ello, según se desprende 
de los informes de la Administración, trae causa de un defecto estructural, a saber: la insuficiencia de 
plazas concertadas en centros residenciales destinados a dependientes con necesidades específicas o 
con un perfil determinado, tales como gravemente afectados, autistas, discapacidad intelectual o, entre 
otros, personas con parálisis cerebral o enfermedad mental. En especial, cuando se trata de personas 
adultas discapacitadas no mayores.

3.5 Vivienda
Son muchos los andaluces y andaluzas con serios problemas habitacionales, familias cuyos miembros 
se encuentran en situación de desempleo, sin recursos económicos, o absolutamente insuficientes para 
atender las necesidades básicas de una economía familiar, en riesgo o grave riesgo de exclusión social. 

El drama de los desahucios y lanzamientos de vivienda, bien como consecuencia de un procedimiento 
de ejecución hipotecaria, bien por impago de rentas de alquiler, se ha convertido en un problema de una 
grave dimensión social, y por qué no decirlo, de difícil solución. Si bien los datos de lanzamientos ejecutados 
en el tercer trimestre de 2016 alcanzaron su cifra más baja desde que el Consejo General del Poder 
Judicial ofrece la serie histórica a partir de 2013, todavía se produjeron 12.148 en todo tipo de inmuebles 
entre julio y septiembre, según los últimos datos disponibles. Cataluña, Andalucía, la Comunidad Valenciana 
y Madrid acaparan casi el 65% de los lanzamientos derivados de la Ley de Arrendamientos Urbanos 
(LAU) y de las ejecuciones hipotecarias.

Continuando en esta línea, cada vez con más frecuencia asistimos a la ocupación sin título de viviendas 
protegidas, por encontrarse las mismas sin ocupar de manera efectiva por sus titulares legítimos. Esta 
situación, no amparada por esta Institución, perjudica a aquellas otras personas que encontrándose en una 
situación igualmente precaria, por el contrario, se han sometido al procedimiento legalmente establecido 
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para la adjudicación de viviendas, y ven como otras, al margen del procedimiento legal, les arrebatan la 
posibilidad de acceder a una de ellas, que llevan esperando muchos años.

Son incontables, a la vez que escalofriantes, el número de personas que llevan solicitando una vivienda 
protegida pública durante muchos años, personas que cumplen con los requisitos exigidos legalmente, 
unidades familiares en las que conviven personas menores, mayores o discapacitadas, sectores de la 
población que demandan una mayor protección por parte de los poderes públicos y que sin embargo, no 
ven satisfecho su derecho a disfrutar de una vivienda digna.

Ante la paralización de la promoción de viviendas públicas, el cambio de orientación en la política 
de vivienda en los Planes estatales y autonómicos se dirige a las medidas de fomento del alquiler y la 
rehabilitación, todo lo cual presenta un panorama que se caracteriza por la existencia de un gran sector 
de población que debido a su carencia de ingresos cuando no a su situación de pobreza e incluso de 
pobreza extrema nunca van a poder ver satisfecho su derecho a acceder a una vivienda digna y adecuada. 

A priori, el cambio de dirección de la política de vivienda hacia el 
alquiler, si bien resulta plausible, creemos que no ha tenido en 
cuenta, todo lo que debiera, que hay un sector de población con 
una economía precaria que lo que demanda fundamentalmente 
es una vivienda protegida en régimen de alquiler y, especialmente 
una vivienda protegida en régimen de alquiler social, con 
una renta compatible con sus escasos recursos económicos. 
Sin embargo, no existen viviendas protegidas públicas 
suficientes destinadas a este sector, capaces de dar 
satisfacción a la demanda existente, antes al contrario, ni siquiera 
permiten dar satisfacción a aquellas demanda en situación de 
extrema necesidad; ni existe un sistema de ayuda que les 
garantice el acceso a una vivienda digna.

A este panorama se ha añadido los problemas que ha ocasionado 
la tramitación de las algunas convocatorias de ayudas al alquiler. 
Si bien en el Informe Anual pasado dábamos cuenta de la 
actuación de oficio promovida por esta Institución, ante el elevado 
número de quejas recibidas en las que las personas solicitantes 
nos trasladaban su malestar e indignación ante el excesivo 
retraso que presidía la conclusión definitiva de los expedientes 
de ayudas al alquiler convocadas al amparo de la orden Orden 
de 3 de marzo de 2015, de nuevo este año de 2016 nos hemos 

ocupado el curso entero en reclamar soluciones para los retrasos en la concesión de estas ayudas, como 
un altavoz más de la indignación que nos transmitían los ciudadanos.

Este panorama de la vivienda desolador y grave, y nuestra especial sensibilidad hacía los grupos más 
vulnerables, ha llevado a esta Institución, en el ejercicio de su función garante de los derechos constitucionales, 
a exigir de las administraciones implicadas la necesidad de buscar nuevas formulas de resolución de 
este conflicto social, que no pueden tener otro propósito que ampliar el parque público de vivienda. No 
podemos tolerar que existan personas, que vivan en condiciones de absoluta precariedad habitacional.

3.6 Justicia
La crisis y los conflictos que se generan a partir de la gravedad de la situación económica han incrementado 
la presión y las seculares cargas de trabajo en la Administración de Justicia. La peculiaridad estriba en que 
el principal destino de las reclamaciones que realizamos son aquellos juzgados y órganos que, por su razón 
competencial, atienden asuntos especialmente vinculados a los escenarios de esta situación económica tan grave. 
Así, seguimos describiendo una situación de colapso en numerosos órganos judiciales que durante 2016 
no han hecho sino agudizar su parálisis y dejar, aún más si cabe, en evidencia la falta de respuestas efectivas.
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